         ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 18 002 2015 00355 01

 ACCIONANTE: MARCO ANTONIO ARIAS ARIAS  (mediante apoderada) 
ASUNTO: Decreta la nulidad 

NULIDAD EN SEDE DE TUTELA/ Falta de integración del contradictorio.

“(…) en el escrito de impugnación la AFP Protección S.A. solicitó que se vinculara al trámite de tutela a la Oficina de Bonos Pensionales adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público e igualmente, requirió que se ampliara el término concedido para dar respuesta a la solicitud del actor, pues la resolución a la misma depende de la Oficina de Bonos Pensionales (…)

6.5. Por lo anterior, se concluye que la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público debió ser convocada al trámite tutelar por el juzgado de primera instancia, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación iusfundamental (…)”
Citas: Corte Constitucional, autos 09 de 1994, 019 de 1997, 021 de 2000, 234 de 2006 y 115A de 2008. Tribunal Superior de Pereira, Sala Penal, auto del 7 de diciembre de 2012, M.P. Manuel Antonio Yarzagaray Bandera.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA UNITARIA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de enero de dos mil dieciséis (2016)
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el Representante Legal Judicial de la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A. en contra del fallo emitido el 28 de octubre de 2015 por  Juzgado 2º Penal del Circuito Para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira, Risaralda.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. De acuerdo con lo narrado por la abogada Oliva Piedrahíta de Trujillo, su mandante el señor Marco Antonio Arias Arias, de 62 años de edad, cotizó al ISS hoy Colpensiones hasta enero de 2006 con un total de 506.86 semanas, quien se trasladado a la AFP ING en el “mes de octubre de 1997” (sic).

Por lo anterior, el señor Arias Arias solicitó el 9 de septiembre de 2011 a la AFP ING hoy Protección S.A. el reconocimiento y pago de la pensión de vejez; sin embargo, dicha AFP le respondió que le faltaban 26 semanas para las 1.150 que se requerían para su prestación pensional, toda vez que Colpensiones sólo había trasladado 55 semanas. 

Por tal razón, el actor solicitó el 14 de noviembre de 2014 ante Colpensiones la devolución de la totalidad de los aportes dentro del período comprendido entre el 09-07-1994 al 31-12-1994 y 01-01-1995 al 20-02-1995. Así mismo, el 9 de diciembre de 2014 se radicó un derecho de petición ante la AFP Protección S.A. para que hiciera las gestiones necesarias con el fin de que le devolvieran la totalidad de las semanas cotizadas a Colpensiones, solicitud que reiteró el 19 de junio de 2015 y en el que pidió que la devolución se hiciera como “bono pensional” y no como devolución de aportes del período antes relacionado y teniendo en cuenta la fecha de traslado.
El 15 de julio de 2015 la AFP Protección le respondió al accionante que el 6 de julio de 2015 había hecho el cobro ante Colpensiones de los períodos del 07 al 12 de 1994, toda vez que el 6 de noviembre de 2013 se había recibido de Colpensiones un pago por concepto de devolución de aportes del señor Arias Arias en archivo magnético, pero que ese pago no incluía los períodos cotizados del 07/1994 al 01/1995 al 02/1995.

El 19 de agosto de 2015 se radicó un derecho de petición en Colpensiones, por medio del cual se solicitó a la doctora Zulma Constanza Guauque Becerra que ordenara a quien corresponda, hacer los pagos correspondientes a la devolución de aportes del señor Arias Arias por el período 07/1994 al 12-1994 y del 01/1995 al 02/1995.
El 9 de octubre de 2015 la AFP Protección S.A. le informó al señor Arias Arias que se suspendió la solicitud de pensión de vejez hasta la acreditación del bono pensional en su cuenta de ahorro individual, por cuanto no se encontraban pendientes de pago por parte de Colpensiones las cotizaciones realizadas al entonces ISS por el empleador Morales Flores Fabio correspondiente4s a los períodos 04-1994 al 12-1994, semanas necesarias para continuar con el trámite pensional, de conformidad con el artículo 65 de la ley 100 de 1993.

El 8 de octubre de 2015 Colpensiones le contestó al señor Arias Arias que los aportes correspondientes al período 1995-01 y 1995-02 habían sido trasladados a la AFP Protección, mientras que la devolución de aportes del período comprendido entre 1994-07 al 1994-12 corresponden a dicha AFP, a la cual se encuentra vinculado.

2.2. La apoderada judicial invocó como vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, petición, seguridad social y mínimo vital.
2.3. La apoderada del actor solicitó: i) ordenar a Colpensiones que en el término de 48 horas proceda a hacer la devolución de aportes del señor Marco Antonio Arias Arias a la AFP Protección S.A. por los períodos comprendidos entre el 07-1994 al 12-1994 y del 01-1995 al 02-1995 para que sean acreditadas las semanas en la historia laboral del mismo, semanas éstas que son fundamentales para el reconocimiento de su pensión de vejez por parte de la AFP Protección; ii) ordenar a la AFP Protección  que en el término de 48 horas realice todas las gestiones necesarias ante Colpensiones para que sean devueltos los aportes al señor Arias Arias por los períodos comprendidos del 07-1994 al 12-1994 y del 01-1995 al 02-1995 y iii) una vez se obtenga la respuesta, se proceda de forma inmediata al reconocimiento de la pensión a su mandante. (Folio 4)
2.4. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) formato de solicitud de la pensión de vejez ante la AFP ING, ahora Protección S.A.; ii) derecho de petición dirigido a la Dra. Zulma Constanza Guauque Becerra el 19 de agosto de 2015; iii) derecho de petición del 19 de junio de 2015 dirigido a la AFP Protección S.A.; iv) respuesta de Protección S.A. del 14 de julio de 2015; v) historia laboral de la OBP; vi) cédula de ciudadanía del accionante; vii) derecho de petición  radicado en la AFP Protección S.A. el 9 de diciembre de 2014; viii) derecho de petición dirigido a Colpensiones (sin fecha de expedición ni de radicación); ix) declaración juramentada del accionante para solicitar la garantía de pensión mínima a la Oficina de Bonos Pensionales; x) respuesta de Colpensiones con fecha del 11 de febrero de 2015 a la petición del 14 de noviembre de 2014; xi) respuesta de Colpensiones  del 26 de agosto de 2015 al derecho de petición del 19 de agosto de 2015; xii) respuesta de la AFP Protección S.A. del 9 de octubre de 2015  (Fls. 13-34).

3. RESPUESTAS DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS
3.1. AFP PROTECCIÓN S.A. 

El representante legal judicial de la Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantías Protección S.A., dio respuesta en los siguientes términos: 
El señor Marco Antonio Arias Arias se encuentra afiliado a esa entidad desde el 6 de junio de 2000, quien se trasladó del régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones. 
La solicitud de pensión de vejez radicada por el actor se sometió a verificación con el fin de establecer si reunía con los requisitos exigidos en el artículo 64 de la Ley 100 de 1993, y se pudo determinar que el mismo no contaba con un capital acumulado en su cuenta de ahorro individual que le permitiera acceder a una pensión de vejez. También se pudo concluir que el demandante tampoco tenía las 1150 semanas exigidas para acceder a la prestación pretendida, pues sólo había cotizado 1136 semanas. Frente a tal situación Protección S.A. procedió a reconocer la devolución de saldos en los términos señalados en artículo 66 de la ley mencionada. 
La petición del actor fue resuelta mediante comunicación del 16 de enero de 2014, la cual fue notificada en debida forma en esa misma fecha. Al respecto el señor Marco Antonio Arias dejó constancia de su inconformidad pues a su modo de ver tiene derecho a la pensión de vejez, e informó que Colpensiones no había trasladado algunas semanas a Protección; por lo tanto, el 21 de abril de 2014 el tutelante presentó “recurso de reconsideración”, solicitando que no se le concediera la pensión de vejez, sino la garantía de pensión mínima por contar con las semanas requeridas. Mediante comunicado del 20 de junio de 2014 se le indicó al actor que el expediente se remitiría al área encargada para que procediera a revisar nuevamente los períodos cotizados ante Colpensiones y establecer si existían aportes adicionales a los tenidos en cuenta para la prestación económica. 

El 9 de diciembre de 2014 el actor reiteró su petición, la cual fue resuelta mediante escrito del 23 de enero de 2015 en el sentido de indicarle que faltaban unos períodos y además, que debía completar la documentación exigida por la OBP para resolver lo correspondiente a la “garantía de pensión mínima”.

El 14 de julio de 2015 se le informó al señor Arias Arias que Colpensiones pagó los ciclos del 01-1195 al 02-1995, quedando pendiente los aportes de los períodos del 07-1994 al 12-1994, los cuales fueron solicitados por Protección S.A. a Colpensiones vía correo electrónico.
A la fecha Colpensiones no ha cumplido con la obligación de pagar dichos aportes, pese a que habían señalado que lo harían el 25 de octubre de 2015.  De tal manera, que no se ha podido verificar si el accionante tiene derecho a la “garantía de la pensión mínima de vejez” a cargo de la Nación, tal como lo dispone el artículo 65 de la ley 100 de 1993.  

Por lo tanto, concluyó que la AFP Protección S.A. no vulneró derechos fundamentales al actor, puesto que se hace necesario que Colpensiones realice el respectivo pago de los aportes para que esa AFP pueda solicitar ante la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público el reconocimiento de la “garantía de pensión mínima de vejez”. Además, por cuanto consideró que esa AFP ha actuado conforme a todo procedimiento legal, lo que desvirtúa cualquier posibilidad de violación a los derechos invocados por el accionante y por tal razón, la tutela debe declararse improcedente.  En caso de que la tutela se conceda como mecanismo transitorio, solicitó que en la sentencia se diga que la orden permanecerá vigente sólo durante el término máximo de 4 meses a partir del fallo de tutela y en caso de no instaurar la acción ante la autoridad judicial competente, cesarán los efectos de la tutela. (Fls. 42-47)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) comunicaciones mediante correos electrónicos entre la AFP Protección y Colpensiones; ii) respuestas de la AFP Protección al accionante con las siguientes fechas: del 16 de enero de 2014; del 21 de abril de 2014; del 20 de junio de 2014; del 23 de enero de 2015; del 14 de julio de 2015 y iii) respuestas de Colpensiones a la apoderada del actor del 19 de marzo de 2014 (Fls. 51-57). 
3.2. COLPENSIONES 
Informó que al accionante se le había dado respuesta de fondo a su solicitud el 26 de agosto de 2015, desapareciendo la presunta causa vulneradora de los derechos fundamentales objeto de protección. Por lo tanto, solicitó que se declarara un hecho superado. (Fls. 58 y 59)

Adjuntó copia de la respuesta del 26 de agosto de 2015 dirigida a la abogada Oliva Piedrahita de Trujillo, apoderada del accionante, en la que se observa que Colpensiones hizo devolución de aportes al accionante correspondiente al período 1995-01 y 1995-02 (folio 60). La misma respuesta fue reiterada mediante escrito del 3 de noviembre de 2015 (Fls. 76 y 77)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 28 de octubre de 2015 el Juzgado 2º Penal del Circuito para Adolescentes con función de Conocimiento de Pereira resolvió lo siguiente (Fls. 63-69): 
“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la seguridad social y de petición, invocados a través de apoderada por el señor MARCO ANTONIO ARIAS ARIAS, CC No. 6.510.756; y conculcados por la AFP PROTECCIÓN PENSIONES Y CESANTÍAS y la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, por lo expuesto en la parte motiva.  SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES, a través del representante legal y/o la Vicepresidencia de Financiamiento e Inversiones y/o la Gerencia Nacional de aportes y recaudo, proceda dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación del presente proveído, a dar respuesta clara, precisa y de fondo, a la petición presentada el 6 de julio de 2015, por la AFP PROTECCIÓN S.A., en nombre del señor Marco Antonio Arias Arias. TERCERO: ORDENAR a la AFP PROTECCIÓN PENSIONES Y CESANTÍAS; a través del representante legal, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes al recibo de la respuesta emanada por COLPENSIONES, proceda a realizar todas las gestiones necesarias para el estudio y reconocimiento de la Garantía Mínima de Pensión, del señor Marco Antonio Arias Arias; esto en cumplimiento a sus competencias legales…”
El fallo anterior fue notificado a la AFP Pensiones y Cesantías el 17 de noviembre de 2015 a través de correo electrónico  (vuelto folio 75)

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 20 de noviembre de 2015, la representante legal y judicial de la AFP Protección S.A., allegó escrito mediante el cual reiteró los mismos argumentos expuestos en la respuesta a la demanda  de tutela para solicitar que se modifique la sentencia de primer grado, toda vez que esa AFP ha adelantado diligentemente todas las gestiones para poder solicitar la “garantía de pensión mínima” y para poder responder oportunamente la petición incoada por el accionante.  

En ese orden de ideas, considera que la AFP ha obrado de conformidad a las disposiciones constitucionales y legales, razón por la cual no ha desconocido derechos fundamentales al actor, habida cuenta que si hasta la fecha no se ha resuelto de fondo su solicitud es porque se requiere de actuaciones de terceros como el Ministerio de Hacienda y Crédito Público – Oficina de Bonos Pensionales y por lo tanto, se requiere de la vinculación de dicha entidad a la presente acción constitucional.  (Fls. 80-84)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Legitimación en la causa por pasiva. Debida integración del contradictorio por parte del juez de tutela. 

En diversas ocasiones la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha estimado que la informalidad de que está revestido el trámite de tutela no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso a que por expreso mandato constitucional están sometidas las actuaciones administrativas y judiciales (art. 29 C.P.)
, y en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. Así mismo, ha sido enfática en sostener que el juez de tutela está revestido de amplias facultades oficiosas que debe asumir de manera activa para brindar una adecuada protección a los derechos constitucionales presuntamente conculcados, dando las garantías del caso a las partes implicadas en la litis
.

6.3. De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a- entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico.

6.3.1. En armonía con lo anterior, en Auto 09 de 1994 la Corte puntualizó:

“La integración del contradictorio supone establecer los extremos de la relación procesal para asegurar que la acción se entabla frente a quienes puede deducirse la pretensión formulada y por quienes pueden válidamente reclamar la pretensión en sentencia de mérito, es decir, cuando la participación de quienes intervienen en el proceso se legitima en virtud de la causa jurídica que las vincula. Estar legitimado en la causa es tanto como tener derecho, por una de las partes, a que se resuelvan las pretensiones formuladas en la demanda y a que, por la otra parte, se le admita como legítimo contradictor de tales pretensiones.”

6.3.2. Sobre los referidos tópicos, el Tribunal Constitucional en providencia A-019 de 1997 señaló: 

“Por consiguiente, una vez presentada la demanda de tutela, la autoridad judicial debe desplegar toda su atención para conjurar la posible vulneración de derechos fundamentales que aduce el accionante en el petitum, y fallar de acuerdo con todos los elementos de juicio, convocando a todas las personas que activa o pasivamente se encuentren comprometidas en la parte fáctica de una tutela.”

6.3.3. Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha estimado que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Al respecto, la Corte Constitucional señaló en Auto 234 de 2006 lo siguiente:

“5.- De lo expuesto, fuerza es concluir entonces que la falta u omisión de la notificación de las decisiones proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, es una irregularidad que vulnera el debido proceso. De allí que por ejemplo la falta de notificación de la providencia de admisión de una acción de tutela, no permite que quien tenga interés en el asunto, pueda enterarse de la existencia de esa actuación y de la consecuente vinculación de una decisión judicial sin haber sido oído previamente.

Cuando la situación anotada se presenta, se dan los fundamentos suficientes para declarar la nulidad de lo actuado y retrotraer de tal manera la actuación que permita la configuración en debida forma del contradictorio, o se vincule al proceso al tercero con interés legítimo, pues sólo de esta manera se permite, de una parte el conocimiento de la demanda y la posibilidad del ejercicio del derecho al debido proceso y defensa, así como la emisión de un pronunciamiento de fondo sobre la protección o no de los derechos fundamentales invocados”.
6.4. En el caso en concreto, el Despacho observa 
que la representante legal judicial de la AFP Protección S.A. desde la contestación a la demanda de tutela informó al juez de primer grado que sin el pago de los ciclos pendientes por parte de Colpensiones, no era posible solicitar la “garantía de la pensión mínima” debido a que las misma es reconocida exclusivamente por la Oficina de Bonos Pensionales adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público a donde se remite toda la documentación cuando el afiliado demuestra tener cotizaciones superiores a las 1.150 semanas y no cuenta con el capital suficiente para financiar una pensión.  

Por lo anterior, en el escrito de impugnación la AFP Protección S.A. solicitó que se vinculara al trámite de tutela a la Oficina de Bonos Pensionales adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público e igualmente, requirió que se ampliara el término concedido para dar respuesta a la solicitud del actor, pues la resolución a la misma depende de la Oficina de Bonos Pensionales; por lo tanto, la orden que se imparta debe ser una “orden compleja” que involucre a todas las entidades, de acuerdo a lo dispuesto en la Sentencia de la Corte Constitucional T-306 de 2015.  
6.5. Por lo anterior, se concluye que la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público debió ser convocada al trámite tutelar por el juzgado de primera instancia, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación iusfundamental mencionado por la apoderada judicial del señor Marco Antonio Arias Arias.

6.6. En tal sentido debe recordarse el contenido del artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, el cual reza de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 13. PERSONAS CONTRA QUIEN SE DIRIGE LA ACCION E INTERVINIENTES. La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá por ejercida contra el superior. 

Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.” (Subrayado y negrilla fuera de texto).

6.7. La Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, mediante auto del 7 de diciembre de 2012
, expuso lo siguiente:
“Con base en lo anterior, el Despacho de conocimiento debió proceder a vincular al presente asunto al Instituto del Seguro Social, por cuanto de las normas ya mencionadas y de lo narrado por la accionante, era evidente su responsabilidad en la conculcación de los derechos de la señora Palacio. Sin embargo, revisado el expediente se encontró que ello no se hizo, y se profirió un fallo donde se dieron órdenes a una entidad que en múltiples oportunidades le ha dado a conocer a la administración de justicia, sobre su imposibilidad de dar efectivo cumplimiento a los fallos de tutela, sino se le ordena al ISS en liquidación, remitirle la información de los accionantes de manera inmediata. 

La anterior situación, implica que de llegarse a modificar la decisión del Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, en el sentido de darse una orden que deba ser cumplida por el ISS en liquidación, se le estarían vulnerando derechos fundamentales de la parte demandada como lo son el debido proceso, el derecho de contradicción y defensa y la doble instancia, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 

De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aun cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.

En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.

4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.

5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.

6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base a lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad de lo actuado desde el auto de admisión de la tutela, esto es el 11 de octubre de 2012, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto del Instituto del Seguro Social, para que, teniendo en cuenta lo narrado por la señora Esneda Palacio Osorio y las normas mencionadas, indique si en su poder se encuentra la reclamación y los documentos presentada por el accionante desde el 27 de marzo de 2012…”

6.8. Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, se declarará la nulidad de la actuación a partir del fallo dictado el 28 de octubre de 2015, a efectos de que se proceda a vincular a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con el fin de garantizar sus derechos de contradicción y de defensa en la presente actuación.

Lo anterior no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 

DECISIÓN 

Por lo expuesto, la Sala Unitaria de Decisión No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, 

RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de  Pereira, a partir del fallo emitido el 28 de octubre de 2015 con el fin de que se proceda a  vincular a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen para que se subsane la irregularidad advertida.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

Secretario
� Corte Constitucional, Auto 021 de 2000.


� Corte Constitucional, Auto 115A de 2008. 


� M.P. Manuel Antonio Yarzagaray Bandera 


� Corte Constitucional, Auto-115 Del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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